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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 340/2026
PARTE ACTORA: **********
AUTORIDAD DEMANDADA: COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA: LICENCIADA MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ.
SECRETARIO: LICENCIADO JUAN JOSÉ GARCÍA MORALES

COLABORO: LICENCIADO LEÓN FERNANDO RODRÍGUEZ OROZCO.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a diecisiete de agosto de dos mil veintiséis. 

V I S T O, para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 340/2026/2, y;
R E S U L T A N D O:
I. Demanda. Por escrito presentado ante este Tribunal, el ocho de abril de dos mil veintiséis, comparecieron ********** y **********, por sus propios derechos, a demandar a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado, por la Nulidad del acto administrativo consistente en: 

“Resolución de fecha **********, dictada por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas de San Luis Potosí (CEEAV), dentro del expediente **********, relativo a la solicitud de acceso a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral.”
II. Tramite del Juicio. A través del acuerdo de fecha trece de abril del año en curso, se admitió a trámite la demanda, ordenando emplazar a la autoridad; enseguida por auto de ocho de junio de este año se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda; además, se admitieron las pruebas ofrecidas por las partes; y finalmente se fijaron las diez horas del once de agosto de dos mil veintiséis para efectuar la audiencia de Ley. 
III. Audiencia Final. En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia de Ley, sin la asistencia de las partes; en la primer etapa de esta audiencia se dio cuenta con las constancias que integran el expediente; enseguida, en periodo de pruebas se desahogaron las documentales que fueron admitidas en juicio; en el mismo acto; se tuvo al actor por formulando alegatos y se certificó que la autoridad demandada no los formuló; y se dio por concluida la audiencia ordenando citar para resolver el presente asunto.    
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 116, párrafo segundo, fracción V, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracción I, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, en términos de lo dispuesto en el numeral 84 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, con motivo de la emisión de un acto administrativo dictado en agravio de un particular, en ejercicio de las facultades de la citada autoridad.
SEGUNDO. Legitimación de la Partes. De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En lo que respecta a la parte actora, la personalidad de ********** y **********, no requieren pronunciamiento especial alguno, ya que comparecieron por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 
 y es el caso que el acto impugnado se encuentra dirigido a nombre de las inconformes, por lo que es innegable que cuentan con el derecho para controvertirla.
Tocante a la autoridad demandada, compareció a dar contestación **********, quien acreditó su personalidad como Comisionado Ejecutivo Estatal de Atención a Víctimas de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 
 al exhibir copia certificada de su nombramiento. (Visibles a foja 64 a 66). 

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO. Existencia del Acto impugnado. La existencia del acto controvertido en el presente juicio, se desprende de la documental consistente en la Resolución ********** de fecha **********, emitida por la autoridad demandada -Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a las Victimas del Estado de San Luis Potosí- visible a fojas 15 a la 45, agregada al presente expediente, con el escrito inicial de demanda, documental pública a la que se otorga valor probatorio pleno, atendiendo a lo establecido en los artículos 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO. Oportunidad de la Demanda. La demanda de nulidad se presentó dentro del plazo de treinta días a que se refiere el artículo 24 fracción I inciso a) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; el cual dispone que: “el plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será de treinta días hábiles siguientes al en que surta efectos”, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución que se combata, y en el presente asunto, la actora en su demanda refiere que el acto impugnado le fue notificado el **********, lo que además se desprende de la constancia de notificación que obra agregada a foja 46 del sumario; entonces el plazo de treinta días hábiles para presentar la demanda, le comenzó a correr a la parte actora a partir del día tres de marzo y le feneció el diecisiete de abril de dos mil veintiséis, ello descontando los días inhábiles y suspensión de labores,acorde con lo establecido en el artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado; 
 por tanto es claro que si la parte actora ingreso su escrito inicial en este Tribunal el ocho de abril de dos mil veintiséis, es claro que presento su demanda dentro del término de treinta días hábiles señalados en el numeral 24 en estudio, del Código Procesal Administrativo para el Estado.
QUINTO. Improcedencia y Sobreseimiento. Previo a entrar al estudio de fondo en el presente asunto, es necesario establecer si en el Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio.
En este sentido, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la demandante.  
SEXTO. Conceptos de Impugnación. En este orden, los conceptos de impugnación que plantea la parte actora se localizan a fojas 4 a la 12 –escrito inicial de demanda-, del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran; lo que encuentra sustento en el criterio emitido en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Y, en relación con la contestación de la demanda (visible a fojas 59 a 61 vuelta), la autoridad básicamente vierte argumentos tendientes a defender el acto impugnado que se analiza.
SEPTIMO. Estudio de Fondo. Una vez realizado el estudio de los conceptos de impugnación formulados; acorde con lo dispuesto en los artículos 252, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí 
 y 17 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; es necesario precisar que este asunto se analizara bajo los principios jurídicos de mayor beneficio; 
 y  a juicio de la Suscrita Magistrada de esta Segunda Sala Unitaria, los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora en estudio, son sustancialmente fundados, y suficientes para declarar la nulidad del acto impugnado; en razón a las consideraciones legales que se desarrollarán a continuación.
En este orden, cabe referir que, ha sido criterio reiterado de nuestros Tribunales Federales que conforme a lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 
Lo anterior encuentra sustento en la tesis de jurisprudencia cuyo rubro, contenido y datos de localización se transcriben enseguida:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”

De igual manera, cobran relevancia en este sentido las tesis de Jurisprudencia emitida por Tribunales Colegiados de Circuito, de las cuales sus datos de localización, rubro y contenido de reproducen en seguida: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. ARGUMENTOS QUE DEBEN EXAMINARSE PARA DETERMINAR LO FUNDADO O INFUNDADO DE UNA INCONFORMIDAD CUANDO SE ALEGA LA AUSENCIA DE AQUÉLLA O SE TACHA DE INDEBIDA. 
 Al atender un motivo de desacuerdo relacionado con la fundamentación y motivación, para producir una respuesta congruente debe, del contexto integral de la argumentación del inconforme, advertirse si lo que imputa es ausencia de aquélla, o solamente la tacha de indebida, pues en la primer hipótesis bastará observar si la resolución contiene o no argumentos apoyados en la cita de preceptos legales para quedar en aptitud de declarar fundado o infundado el atinente motivo de desacuerdo. En cambio, en el segundo supuesto, cuando la fundamentación y motivación se tachan de indebidas, es menester apreciar los argumentos del motivo de desacuerdo, expresados para explicar por qué la invocación de preceptos legales se estima errónea, o por qué la motivación es incorrecta o insuficiente, pues será a la luz de tales razones que pueda establecerse lo fundado o infundado de la inconformidad. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.”
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR. 
 La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

(El énfasis es propio) 
Asimismo, debe tenerse en consideración que el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potos, regula el Procedimiento Administrativo que debe seguirse al emitir un acto como el que se analiza, y que resulta aplicable a organismos de la Administración pública Estatal; lo que se encuentra normado en los dispositivos legales que enseguida se transcriben: 
“CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ”
“ARTÍCULO 1º. El presente Código es de orden e interés público y de observancia obligatoria en el Estado de San Luis Potosí y tiene por objeto establecer los procedimientos para la actuación de las autoridades administrativas y para el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. 

ARTÍCULO 2º. Los procedimientos administrativos serán aplicables a los actos, procedimientos y resoluciones de las administraciones públicas estatal y municipal centralizadas, y de los organismos descentralizados de la administración pública estatal o municipal respecto de sus actos de autoridad, a los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva; y a los contratos de derecho público que los particulares celebren con los mismos.

(…)

LIBRO SEGUNDO

DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ
TÍTULO PRIMERO
ÁMBITO DE APLICACIÓN Y PRINCIPIOS GENERALES
ARTÍCULO 161. Los procedimientos que se establecen en este Libro Segundo del Código, son aplicables a: 

I. Los actos, procedimientos y resoluciones de la administración pública estatal centralizada; 

II. Los actos, procedimientos y resoluciones de los organismos descentralizados de la administración pública estatal respecto de sus actos de autoridad; 
…; 

IV. Los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva, y 

TÍTULO SEGUNDO

RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS

CAPÍTULO I
DEL ACTO ADMINISTRATIVO
ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo: 

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables; 

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia; 

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana; 

V. Estar fundado y motivado; 

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y 

VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión. 

ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo: 

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento; 

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado; 

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas. 

IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión; 

V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y 

VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado. 

Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente.

TÍTULO TERCERO
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO
Capítulo I

DISPOSICIONES GENERALES
ARTÍCULO 174. Las disposiciones de este Título se aplicarán a los actos que desarrollen las dependencias y entidades ante los particulares, cuando los actos jurídicos que inicien, integren o concluyan el procedimiento administrativo produzcan efectos en su esfera jurídica. 

ARTÍCULO 175. La actuación administrativa en el procedimiento se desarrollará con arreglo a los principios de economía, celeridad, eficacia, legalidad, publicidad, audiencia, igualdad y buena fe. 

Las manifestaciones, informes o declaraciones rendidas por los interesados a la autoridad competente, se presumirán ciertas salvo prueba en contrario, quedando sujetas al control y verificación de la autoridad.

ARTÍCULO 176. El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio o a petición de parte interesada.

En los procedimientos administrativos no procederá la gestión oficiosa.

Quien promueva a nombre de otro deberá acreditar su personalidad.

ARTÍCULO 177. Las dependencias y entidades no podrán exigir más formalidades que las expresamente previstas en las leyes.

Las promociones deberán hacerse por escrito en el que se precisaran:

….

ARTÍCULO 179. Las dependencias y entidades en sus relaciones con los particulares, tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Solicitar la comparecencia de éstos sólo cuando así esté previsto en los ordenamientos jurídicos aplicables, previa citación en la que se hará constar expresamente el lugar, fecha, hora y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla; 

II. Requerir informes, documentos y otros datos durante la realización de visitas de verificación o inspección solo en aquellos casos previstos en este Código u otras leyes u ordenamientos jurídicos aplicables; 

III. Previa solicitud por escrito, hacer del conocimiento de éstos el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan interés jurídico, y a proporcionarles copia de los documentos contenidos en ellos; 

IV. Hacer constar en las copias de los documentos que se presenten junto con los originales, la presentación de los mismos; 

V. Admitir las pruebas permitidas por las leyes así como las manifestaciones o alegatos que exponga el particular, los que deberán ser tomados en cuenta por el órgano competente al dictar resolución; 

VI. Abstenerse de requerir documentos o solicitar información que no sean exigidos por las normas aplicables al procedimiento, o que ya se encuentren en el expediente que se está tramitando; 

VII. Proporcionar información y orientar acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones legales vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar; 

VIII. Permitir el acceso a sus registros y archivos en los términos previstos en éste Código u otras leyes; 

IX. Tratar con respeto a los particulares y facilitar el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones, y 

X. Dictar resolución expresa sobre cuantas peticiones le formulen; así como en los procedimientos iniciados de oficio, cuya instrucción y resolución afecte a terceros, debiendo dictarla dentro del plazo fijado por la ley.

ARTÍCULO 184. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo podrá adoptar las medidas provisionales establecidas en las leyes administrativas de la materia, y en su caso, en el presente Código para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existieren suficientes elementos de juicio para ello.

CAPÍTULO IV
TRAMITACIÓN
(…)
ARTÍCULO 188. Los actos necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos en virtud de los cuales deba pronunciarse resolución, se realizarán de oficio por el órgano que tramite el procedimiento.

ARTÍCULO 189. La dependencia o entidad acordará la apertura del periodo de prueba, cuando no tenga por ciertos los hechos afirmados por los interesados, o cuando lo juzgue conveniente dada la naturaleza del procedimiento.

ARTÍCULO 191. Pone fin al procedimiento administrativo: 

I. La resolución del mismo;

…

V. La imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas y

ARTÍCULO 193. LA RESOLUCIÓN QUE PONGA FIN AL PROCEDIMIENTO DECIDIRÁ TODAS LAS CUESTIONES PLANTEADAS POR LOS INTERESADOS Y DE OFICIO LAS DERIVADAS DEL MISMO. 
En los procedimientos tramitados a solicitud del interesado la resolución será congruente con las peticiones formuladas por éste, sin perjuicio de la potestad de la administración pública estatal o municipal de iniciar de oficio un nuevo procedimiento.”
De los numerales transcritos se desprende que el Procedimiento Administrativo establecido en el Código Procesal en consulta, es aplicable en los actos y resoluciones de las autoridades pertenecientes a la de la administración pública estatal, como lo es la demandada en el presente asunto; en el cual no podrán exigir más formalidades que las expresamente previstas en las leyes, y las dependencias, tendrán, entre otras la obligación de admitir las pruebas permitidas por las leyes, las manifestaciones o alegatos que exponga el particular, los que deberán ser tomados en cuenta al dictar resolución; esta última deberá emitirse atendiendo a cada una de las cuestiones planteadas y congruente con las peticiones formuladas. 
En ese sentido, corolario es que las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión; a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica para lo cual deben citar los preceptos jurídicos aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 
Tales exigencias tienen como propósito que el afectado por un acto o resolución administrativa conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad exactora, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 
En esta tesitura, del asunto que nos ocupa se desprende que el acto impugnado -Resolución ********** de fecha **********– proviene de la solicitud presentada por la parte actora, para el acceso a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia, y Reparación Integral, en materia de reparación integral por compensación subsidiaria por comisión de delito.

En este sentido, resulta necesario considerar lo dispuesto en la normatividad que rige, en lo particular, la actuación de la autoridad demandada, de la cual en la parte que aquí interesa, resulta necesario y se transcriben los numerales siguientes:  
“LEY DE ATENCION A VICTIMAS PARA EL

ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

“ARTÍCULO 1º. La presente Ley es de orden público, de interés social y observancia en el territorio del Estado de San Luis Potosí, en términos de lo dispuesto por los artículos 1º párrafo tercero, 17 y 20 y 73, fracción XXIX-X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Ley General de Víctimas, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, así como por los Tratados Internacionales celebrados y ratificados por el Estado Mexicano y demás disposiciones aplicables en la materia.

...
CAPÍTULO III

MEDIDAS DE COMPENSACIÓN
ARTÍCULO 64. La compensación se otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean consecuencia de la comisión de los delitos a los que se refiere el artículo 68 de este ordenamiento o de la violación de derechos humanos, incluyendo el error judicial, de conformidad con lo que establece esta Ley y su Reglamento. Estos perjuicios, sufrimientos y pérdidas incluirán, entre otros y como mínimo:
I. La reparación del daño sufrido en la integridad física de la víctima; 

II. La reparación del daño moral sufrido por la víctima o las personas con derecho a la reparación integral, entendiendo por éste, aquellos efectos nocivos de los hechos del caso que no tienen carácter económico o patrimonial y no pueden ser tasados en términos monetarios. El daño moral comprende tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas directas e indirectas, como el menoscabo de valores muy significativos para las personas y toda perturbación que no sea susceptible de medición pecuniaria; 

III. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados o lucro cesante, incluyendo el pago de los salarios o percepciones correspondientes, cuando por lesiones se cause incapacidad para trabajar en oficio, arte o profesión; 

IV. La pérdida de oportunidades, en particular las de educación y prestaciones sociales; 

V. Los daños patrimoniales generados como consecuencia de delitos o violaciones a derechos humanos; 

VI. El pago de los gastos y costas judiciales del Asesor Jurídico cuando éste sea privado; 

VII. El pago de los tratamientos médicos o terapéuticos que, como consecuencia del delito o de la violación a los derechos humanos, sean necesarios para la recuperación de la salud psíquica y física de la víctima, y 

VIII. Los gastos comprobables de transporte, alojamiento, comunicación o alimentación que le ocasione trasladarse al lugar del juicio o para asistir a su tratamiento, si la víctima reside en municipio o delegación distintos al del enjuiciamiento o donde recibe la atención. 

La compensación subsidiaria a las víctimas de los delitos señaladas en el artículo 68 de esta Ley, consistirá en apoyo económico cuya cuantía tomará en cuenta la proporcionalidad del daño y los montos señalados en el artículo 67 de este ordenamiento.

En los casos de la fracción VIII, cuando se hayan cubierto con los Recursos de Ayuda, no se tomarán en consideración para la determinación de la compensación. 

La Comisión Ejecutiva Estatal, expedirá los lineamientos respectivos a efecto de que a la víctima no se le cause mayores cargas de comprobación.
ARTÍCULO 66. Cuando se trate de resoluciones judiciales que determinen la compensación a la víctima a cargo del sentenciado, la autoridad judicial ordenará la reparación con cargo al patrimonio de éste, o en su defecto, con cargo a los recursos que, en su caso, se obtengan de la liquidación de los bienes decomisados al sentenciado. 
Sólo en caso de que no se actualicen los supuestos anteriores, se estará a lo dispuesto en el artículo 67 de esta Ley.
ARTÍCULO 67. La Comisión Ejecutiva Estatal, determinará el monto del pago de una compensación en forma subsidiaria a cargo del fondo en términos de la presente Ley y la legislación aplicable, así como de las normas reglamentarias correspondientes, tomando en cuenta:
I. La determinación del Ministerio Público cuando el responsable se haya sustraído de la justicia, haya muerto o desaparecido o se haga valer un criterio de oportunidad; 

II. La resolución firme emitida por la autoridad judicial; La determinación de la Comisión Ejecutiva Estatal correspondiente deberá dictarse dentro del plazo de noventa días contados a partir de emitida la resolución correspondiente. 

El monto de la compensación subsidiaria a la que se podrá obligar al Estado, será hasta de quinientas Unidades de Medida y Actualización mensuales, que ha de ser proporcional a la gravedad del daño sufrido y no podrá implicar el enriquecimiento para la víctima.

ARTÍCULO 68. El Estado a través de la Comisión Ejecutiva Estatal compensará de forma subsidiaria el daño causado a la víctima de los delitos que ameriten prisión preventiva oficiosa, o en aquellos casos en que la víctima haya sufrido daño o menoscabo a su libertad, daño o menoscabo al libre desarrollo de su personalidad, o si la víctima directa hubiera fallecido o sufrido un deterioro incapacitante en su integridad física o mental como consecuencia del delito, cuando así lo determine la autoridad judicial.

ARTÍCULO 69. La Comisión Ejecutiva Estatal ordenará la compensación subsidiaria cuando la víctima, que no haya sido reparada, exhiba ante ella todos los elementos a su alcance que lo demuestren y presente ante la Comisión sus alegatos. La víctima podrá presentar entre otros:
I. Las constancias del agente del ministerio público que competa de la que se desprenda que las circunstancias de hecho hacen imposible la consignación del presunto delincuente ante la autoridad jurisdiccional y por lo tanto hacen imposible el ejercicio de la acción penal; 

II. La sentencia firme de la autoridad judicial competente, en la que se señalen los conceptos a reparar, y la reparación obtenida de donde se desprendan los conceptos que el sentenciado no tuvo la capacidad de reparar, y 

III. La resolución emitida por autoridad competente u organismo público de protección de los derechos humanos de donde se desprenda que no ha obtenido la reparación del daño, de la persona directamente responsable de satisfacer dicha reparación. 

ARTÍCULO 70. La compensación subsidiaria a favor de las víctimas de delitos se cubrirá con cargo al Fondo Estatal, en términos de esta Ley y su Reglamento. 

ARTÍCULO 71. La Comisión Ejecutiva Estatal, tendrá la obligación de exigir que el sentenciado restituya al Fondo Estatal los recursos erogados por concepto de la compensación subsidiaria otorgada a la víctima por el delito que aquél cometió. 

ARTÍCULO 72. La obtención de la compensación subsidiaria no extingue el derecho de la víctima a exigir reparación de cualquier otra naturaleza.
...

CAPÍTULO IV 
DE LA REPARACIÓN

ARTÍCULO 155. Si el Estado no pudiese hacer efectiva total o parcialmente la orden de compensación, establecida por mandato judicial o por acuerdo de la Comisión Ejecutiva Estatal, deberá justificar la razón y tomar las medidas suficientes para cobrar su valor, o gestionar lo pertinente a fin de lograr que se concrete la reparación integral de la víctima.

...
ARTÍCULO 161. Cuando proceda el pago de la reparación, el Fondo Estatal registrará el fallo judicial que lo motivó y el monto de la indemnización, que será de consulta pública.”
Siguiendo este orden de ideas, la parte actora se duele que la autoridad demandada al emitir la Resolución ********** de fecha **********, determinó otorgar a la parte actora una compensación subsidiaria equivalente aproximadamente al diez por ciento del monto de la reparación de daño moral establecido en la sentencia de **********, dictada dentro del TOCA penal ********** del índice de la Quinta Sala del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; alegando una falta de fundamentación y motivación, en razón de que la autoridad no explica de donde deriva ese porcentaje ni identifica algún lineamiento, reglamento, fórmula actuarial, estudio financiero, precedente administrativo o metodología previamente establecida para su determinación. 
Al respecto, y del análisis del contenido del propio acto impugnado, visible a fojas 15 a 45 del sumario, la autoridad demandada resolvió:

“...106. Es así que, esta Comisión Ejecutiva fija una cuantía de compensación subsidiaria a partir de la decisión o sentencia ejecutoriada de la autoridad penal y de ejecución, señalándose que entre las facultades que le otorga la ley, no se encuentra la de hacer un reexamen del proceso penal o los conceptos que esas autoridades consideraron para la fijación del monto de reparación del daño, por lo que la presente resolución no tiene como fin hacer un juicio respecto del carácter delictivo de determinados hechos, ni de constatar su comisión, ni de analizar elementos del tipo penal, ni se califica la gravedad del delito, y mucho menos se hace una identificación de víctimas, de tal manera que, para la cuantificación, son motivo de análisis, los aspectos relativos a la gravedad del daño sufrido, condición socioeconómica de la víctima, la repercusión del daño en la vida familiar, la posibilidad o imposibilidad de trabajar como consecuencia del daño, el número y edad de los dependientes económicos y los recursos disponibles del fondo, tal como lo disponen los artículos 150, fracciones II y III, y 154 de la Ley de Atención a Víctimas.
107. Al respecto, es importante reiterar que, en la integración del expediente, se obtuvo que las víctimas indirectas u ofendidas ********** y **********, manifestaron no ser su deseo la práctica de estudio social que sirviera de base para conocer posibles consecuencias o daños sufridos con motivo del hecho victimizante en que perdiera la vida su hija y madre respectivamente quien en vida llevara el nombre Claudia Teresa Pardo Ortega, sin embargo, no se omite mencionar que el informe social es el mecanismo idóneo para recabar precisamente los aspectos señalados en los artículos 150, fracciones II y III, y 154 de la Ley de Atención a Víctimas, por lo que su utilidad no es la de medir la calidad e intensidad del daño o dolor sufrido en razón a una situación económica, tampoco la de considerar que una persona de menores recursos merece una mayor reparación respecto de una persona de altos ingresos económicos, sino que, se trata de un aspecto que, como ya se dijo, se desarrolla para determinar o esclarecer condiciones, daños y necesidades con motivo del hecho victimizante, en este caso, para lograr la adecuada reparación integral a los daños consecuencia del hecho victimizante.
108. De lo anterior, es posible concluir que la gravedad del daño sufrido se centra precisamente en su naturaleza de imposible reparación por tratarse de la muerte de una persona, que deriva en afectación emocional y la ausencia permanente del ser querido, al respecto, debe decirse que la atención psicológica acorde a lo señalado en los artículos 26, fracción II y 62 de la Ley de Atención a Víctimas, resultaría ser una herramienta importante que sirva de apoyo al solicitante y su familia para facilitar hacer frente a los efectos sufridos por causa del hecho punible y eventualmente reintegrarles a la sociedad y realización del proyecto de vida, por lo ~ que esta Comisión Ejecutiva pone a su disposición los servicios y/o herramientas necesarias para su rehabilitación.
109. Sin que se entienda lo anterior, como una restricción o como una situación que sea considerada para remplazar algún rubro o criterio durante el análisis del caso, y mucho menos que influya en la fijación del monto final que esta Comisión Ejecutiva determina por concepto de compensación subsidiaria tomándose en cuenta la resolución emitida por la autoridad judicial en el caso que nos ocupa- sino más bien, como la enunciación de los servicios multidisciplinarios que como medidas de ayuda inmediata, asistencia y atención, se han otorgado ! ofrecido al aquí solicitante, como consecuencia del hecho victimizante, entre los que se incluyen precisamente la atención psicológica que se brinda por parte de nuestra Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata; lo anterior de conformidad con lo establecido en los artículos 7, fracciones VIII, XXIII, 62, fracción I y 170 de la Ley de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, así como los arábigos 1, fracción II,19,64, fracción II, inciso c), 83 y 84 del Reglamento de la Ley.
110. Por todo lo anterior, esta Comisión Ejecutiva de conformidad con lo estipulado en los articulos 65, último párrafo, 67, fracción 11, último párrafo, 68, 69, fracción II, 70 y 72 tanto de la Ley General de Víctimas, como de la Ley local en la materia, bajo el principio de interpretación conforme, otorgando garantías de máxima protección posible, encuentra justo y equitativo autorizar a favor ********** al haber acreditado ante esta Comisión Su mayoría de edad, en su carácter de víctima indirecta y ofendida beneficiaria en los términos del resolutivo noveno de la resolución dictada en autos del proceso penal **********, con causa de ejecución **********, una compensación subsidiaria como apoyo económico de ********** (**********), resultado de una proporción del 10% (diez por ciento) sobre la cantidad de **********  (**********), por daño inmaterial fijada por la autoridad judicial en sentencia emitida el **********, modificada en segunda instancia con fecha **********, bajo el principio de complementariedad que rige la compensación subsidiaria y racionalidad de la aplicación de los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral en beneficio de la totalidad de víctimas que integran el Registro Estatal de Víctimas a cargo de esta Comisión Ejecutiva.

...”

Precisado lo anterior, del análisis de la resolución ********** de fecha ********** –acto impugnado- se advierte que la autoridad demandada explica cuáles son los principios generales que rigen la compensación subsidiaria; menciona los elementos que, conforme a la legislación aplicable pueden ser considerados para su determinación.
 Sin embargo, la autoridad demandada es omisa en establecer el enlace lógico que permita pasar de esas premisas generales a la conclusión concreta de que, la cantidad por concepto de compensación subsidiaria debía representar precisamente el diez por ciento del monto determinado en la sentencia de **********, dictada dentro del TOCA penal ********** del índice de la Quinta Sala del Supremo Tribunal de Justicia del Estado. 

Así mismo, la autoridad demandada no identifica disposición legal, reglamentaria, lineamiento, regla de operación, metodología, parámetro técnico o criterio previamente establecido que ordene o sirva de orientación para aplicar dicho porcentaje; tampoco existe un razonamiento propio de la autoridad mediante el cual explique que el monto de la compensación correspondiera a ese porcentaje y no a uno diferente.
Por tanto, no basta que la autoridad haya señalado que la cantidad otorgada se encuentra dentro del límite máximo previsto legalmente, ya que no demuestra que dicho monto sea, por esa sola circunstancia, el adecuado, proporcional y justificado para el caso concreto. De igual manera, tampoco resulta suficiente afirmar de manera general que se atendió a la gravedad del daño, a las circunstancias particulares del asunto o a los demás parámetros legales, si posteriormente no se explica cuál fue la incidencia concreta de esos elementos en la cantidad finalmente determinada.
Ahora bien, es de advertirse que el artículo 67 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí no sólo establece un límite máximo para la compensación subsidiaria, sino que ordena expresamente que su monto sea proporcional a la gravedad del daño sufrido. Por ello, también es obligación de la autoridad justificar que la cuantía determinada guarde una proporción real y razonable con el daño irreparable que la propia autoridad tuvo por acreditado.
Aunado a lo anterior, esta Sala estima necesario que la determinación de la compensación subsidiaria también sea examinada a la luz del derecho al mínimo vital; derecho que  constituye una garantía vinculada con la dignidad humana y exige que las medidas económicas adoptadas por el Estado conserven una entidad material suficiente para permitir a la persona afrontar sus necesidades básicas y desarrollar una existencia digna.
Sobre este aspecto, resulta orientador por su espíritu, el siguiente criterio jurisprudencia, que establece lo siguiente:

“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN V, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE PERMITE LA SUSPENSIÓN TEMPORAL EN EL EMPLEO Y LA RETENCIÓN DE PERCEPCIONES, DEBE INTERPRETARSE EN EL SENTIDO DE QUE EL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL PREVENDRÁ UN INGRESO MÍNIMO PARA LA SUBSISTENCIA DEL SERVIDOR PÚBLICO DURANTE EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO, HASTA EN TANTO NO SE DICTE LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA QUE DETERMINE AQUÉLLAS. En concordancia con los principios de presunción de inocencia y derecho al mínimo vital, previstos en los artículos 1o., 3o., 4o., 6o., 13, 14, 16, 17, 27, 31 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que potencializan significativamente la protección de la dignidad humana, se concluye que el artículo 21, fracción V, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, en cuanto permite la suspensión temporal en el empleo y la retención de las percepciones del servidor público que es investigado, resulta conforme con el texto de la Norma Fundamental, particularmente con su artículo 113, siempre y cuando se interprete en el sentido de que la autoridad administrativa sancionadora contemple en el acuerdo de inicio del procedimiento de responsabilidades, el pago de una cantidad equivalente al salario o ingreso mínimo de subsistencia, esto es, desde el momento en que el servidor público es notificado del inicio del procedimiento de responsabilidad y suspendido en sus labores y, por ende, en el pago de sus emolumentos, durante el periodo en que se lleven a cabo las investigaciones respectivas y hasta en tanto la autoridad no dicte la resolución que ponga fin al procedimiento de responsabilidad. En esa virtud, la autoridad instructora debe garantizar el derecho a un ingreso mínimo para la subsistencia del presunto responsable; de ahí que, en forma simultánea, habrá de determinar la cantidad que le otorgará para cubrir sus necesidades básicas de alimentación, vestido, vivienda, salud, entre otras, la cual deberá ser equivalente al 30% de su ingreso real y nunca inferior al salario tabular más bajo que se cubra en la institución en la que laboraba el servidor público al decretarse la suspensión, dependiendo de la gravedad de la infracción cometida, y que deberá cubrirse hasta en tanto se dicte resolución administrativa en el procedimiento de origen, pues sólo en el supuesto de que se determine su responsabilidad y se le destituya del cargo de manera definitiva, al haber sido desvinculado de la institución, podrá buscar otra fuente de ingresos.
Contradicción de tesis 311/2015. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 14 de noviembre de 2016. Mayoría de seis votos de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Norma Lucía Piña Hernández y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Registro digital: 2013718. Instancia: Pleno. Décima. Época. Materia(s): Administrativa. Tesis: P./J. 2/2017 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 39, Febrero de 2017, Tomo I, página 7. Tipo: Jurisprudencia.”
No se óbice mencionar, que el criterio citado se originó en una materia distinta; sin embargo, su razón esencial sí resulta útil como parámetro constitucional orientador, en virtud de que se estableció el treinta por ciento como una referencia mínima para preservar condiciones materiales de subsistencia y proteger la dignidad de la persona; 
Por tanto, el derecho al mínimo vital debe ser considerado por la autoridad demandada al momento de individualizar la compensación subsidiaria, conjuntamente con la gravedad del daño y los parámetros previstos en los artículos 64 y 67 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, con el fin de evitar que la reparación económica se reduzca a una cantidad meramente simbólica frente a un daño que la propia autoridad reconoció como irreparable; por lo que la referencia de treinta por ciento se utiliza como parámetro constitucional para establecer un umbral mínimo de razonabilidad y proporcionalidad que impida reiterar una compensación meramente marginal.
Siguiendo este orden de ideas, en el presente caso, la propia autoridad demandada reconoció en el acto impugnado -resolución **********-, específicamente en su punto/párrafo 108, que la gravedad del daño se centra en su naturaleza de imposible reparación por tratarse de la muerte de una persona, así como en la afectación emocional y en la ausencia permanente del ser querido. Es decir, la autoridad tuvo por acreditado un daño irreversible derivado del hecho victimizante. 

Empero, al momento de fijar la compensación, redujo el parámetro de la indemnización establecida en la sentencia dictada dentro del TOCA penal ********** a un diez por ciento, lo cual se encuentra por debajo del parámetro constitucional orientador antes referido y no refleja, por sí sola, una respuesta económica materialmente proporcional a la gravedad extraordinaria del daño reconocido por la propia autoridad.
En ese sentido, el porcentaje del diez por ciento, en los términos en que fue determinado en la resolución controvertida, no puede tenerse por debidamente justificado como una compensación proporcional a la gravedad del daño, toda vez que la proporcionalidad exigida por la Ley requiere una verdadera individualización del monto y no se satisface por el solo hecho de que la cantidad sea inferior al límite máximo permitido por el ordenamiento. 
Por lo anterior, se advierte que el porcentaje del diez por ciento fijado por la autoridad demandada, resulta desproporcionado a la gravedad del daño, toda vez que dicho porcentaje transgrede el derecho al mínimo vital, y al principio de proporcionalidad que debe regir la individualización de la compensación subsidiaria. 
Por todo lo anteriormente expuesto, se desprende que la fundamentación y motivación que se le realiza en el acto impugnado -resolución **********- no es suficiente, por lo que, es incuestionable que la autoridad demandada fue omisa en fundar y motivar debidamente en términos de los artículos 16 Constitucional; 164, fracción V y 165, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Así mismo, al no haberse observado adecuadamente el mandato de proporcionalidad previsto en los artículos 64 y 67 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, se actualiza también la causal de ilegalidad establecida en el artículo 250, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues la resolución fue dictada sin aplicar debidamente las disposiciones que obligaban a individualizar la compensación en función de la gravedad del daño efectivamente reconocido.

A la luz de las anteriores consideraciones; esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en los artículos 249, 250 fracción II y IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 
 determina que lo procedente es decretar y decreta, la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la resolución **********, de fecha **********; y acorde con lo dispuesto por el artículo 251 del citado ordenamiento legal,  
 conlleva a determinar la nulidad del citado acto, dejándolo sin efecto legal alguno. 
Y toda vez que esta determinación es favorable al actor; atendiendo a lo establecido en artículo 252 del citado Código Procesal Administrativo; a fin de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos, la autoridad demandada, una vez que cause ejecutoria esta resolución, deberá realizar lo siguiente: 
· Emita una nueva determinación fundada y motivada en la que resuelva el expediente **********, derivado de la solicitud presentada por ********** y **********, para el acceso a los Recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral; en la que deberá considerar el derecho al mínimo vital al momento de establecer la compensación, misma que deberá ser proporcional a la gravedad del daño, de acuerdo a lo precisado en la presente sentencia.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II y IV, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO. Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, y en consecuencia su NULIDAD, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Séptimo de esta sentencia. 
TERCERO. Notifíquese.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.  
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� ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 


Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 


En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.


� ARTÍCULO 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar. Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación. En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.


� ARTÍCULO 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio ; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente, no habilitará los días.


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618








� “ARTÍCULO 252. (…)


Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”





� DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA (PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO). A PARTIR DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA ADICIÓN AL ARTÍCULO 17, TERCER PÁRRAFO, CONSTITUCIONAL, TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES Y AQUELLAS CON FUNCIONES MATERIALMENTE JURISDICCIONALES DEBEN PRIVILEGIAR LA SOLUCIÓN DEL CONFLICTO SOBRE LOS FORMALISMOS PROCEDIMENTALES, SIEMPRE Y CUANDO NO SE AFECTE LA IGUALDAD ENTRE LAS PARTES (DOF DE 15 DE SEPTIEMBRE DE 2017) … Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que a la entrada en vigor de la adición al artículo 17, tercer párrafo, contenida en el Decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 16, 17 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Justicia Cotidiana (Solución de Fondo del Conflicto y Competencia Legislativa sobre Procedimientos Civiles y Familiares), publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2017, todas las autoridades judiciales y aquellas con atribuciones materialmente jurisdiccionales del país deben privilegiar la resolución de fondo de los conflictos sometidos a su potestad sobre los formalismos procedimentales, siempre y cuando no se afecte la igualdad entre las partes. Lo anterior, con independencia de que las normas que rigen sus procedimientos no establezcan expresamente dicha cuestión. … – tesis de Jurisprudencia, localizable en el Registro digital: 2023741, Instancia: Segunda Sala, Undécima Época Materias(s): Constitucional Tesis: 2a./J. 16/2021 (11a.)-


� Octava Época Registro: 216534 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Núm. 64, Abril de 1993 Materia(s): Administrativa Tesis: VI. 2o. J/248 Página: 43 





�Registro digital: 162826, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/12, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Febrero de 2011, página 2053, Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 170307, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: I.3o.C. J/47, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Febrero de 2008, página 1964, Tipo: Jurisprudencia.


� ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:... II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;...


ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales. ...





ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca


� ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.


ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca. 
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